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                              Tribunal Administrativo del Cauca
Demandante: Nubia Marleny Muñoz de Luna
Demandado: ISS –hoy COLPENSIONES-  
Acción: Nulidad y restablecimiento del derecho


NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO/ Pensión de jubilación por acumulación de aportes/ Legitimación en la causa por pasiva/ Entidad pagadora/ El sistema de cuotas partes debe interpretarse en beneficio de los intereses del solicitante de la pensión/ / Será la entidad que tramite y defina el derecho, la encargada de su reconocimiento, correspondiéndole exigir las cuotas proporcionales a las demás entidades de previsión/Revoca parcialmente decisión del a quo. 
El a quo se abstuvo de emitir un pronunciamiento de fondo frente a la pretensión de reconocimiento de la pensión de jubilación por acumulación de aportes, al considerar que no es el ISS, sino CAJANAL, la entidad legitimada por pasiva en los términos del citado artículo 10 del Decreto 2709 de 1994, porque a pesar de ser la última entidad en la que realizó aportes el demandante, los mismos no alcanzan el tiempo mínimo de 6 años. - El sistema de cuotas partes debe interpretarse en beneficio de los intereses del solicitante de la pensión, quien no puede ver afectado el reconocimiento su derecho por indefiniciones administrativas del resorte exclusivo de las entidades de previsión concurrentes, de suerte que será la entidad que tramite y defina el derecho, la encargada de su reconocimiento, correspondiéndole exigir las cuotas proporcionales a las demás entidades de previsión. - No era necesario que la demandante tuviera que agotar reclamación administrativa frente a CAJANAL y, a continuación, vincularla al proceso como demandada, puesto que al recepcionar y tramitar el ISS la solicitud pensional -dentro de cuyo trámite sometió a aprobación de CAJANAL la cuota parte correspondiente-, se adjudicó la obligación de pago, y con ésta el derecho al recobro de la respectiva cuota parte.

NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO/ Pensión por aportes/ Presupuestos para su reconocimiento/Aportes en cualquier tiempo.
Para acceder a la pensión de jubilación por acumulación de aportes, se requiere acreditar los siguientes presupuestos: (i) 60 años de edad si es hombre o 55 si es mujer. (ii) Haber realizado 20 años de cotizaciones o aportes al Instituto de Seguros Sociales y a una o varias de las entidades de previsión social del sector público. (iii) Las cotizaciones o aportes pueden ser continuos o discontinuos en el tiempo. (iv) Los aportes pueden realizarse en cualquier tiempo.  

Finalmente, la Sala repara en el argumento planteado por el ISS en sede administrativa para negar el derecho pensional a la actora, según el cual debían acreditarse aportes a esa entidad a la fecha de vigencia de la Ley 100 de 1993 (1º de abril de 1994); se trata de un argumento carente de sustento, primero, porque ni la Ley 71 de 1988, ni el Decreto 2709 de 1994 que la reglamenta, condicionan el derecho a la pensión por acumulación de aportes bajo ese presupuesto, por el contrario, ambas normas indican que los aportes o cotizaciones pueden hacerse en cualquier tiempo; y segundo, porque no es cierto que para tener derecho a la aplicación del régimen de transición tenga que acreditarse la condición de afiliado al sistema general de pensiones –al ISS- a la fecha de su entrada en vigencia, si sólo bastaba cumplir la edad o el tiempo de servicio exigido en el artículo 36 de la Ley 100 de 1993, tal como lo ha convenido de tiempo atrás la jurisprudencia del Consejo de Estado y la Corte Suprema de Justicia.
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Procede la Sala a resolver el recurso de apelación interpuesto por la parte demandante contra la sentencia No. 093 dictada en audiencia de 11 de mayo de 2012, mediante la cual el Juzgado Segundo Administrativo del Circuito de Popayán negó parcialmente algunas pretensiones y se declaró inhibido para resolver otras. 

I. ANTECEDENTES

A. LA DEMANDA

1. PRETENSIONES (fl. 33-34)
“III.
CAPITULO TERCERO

DECLARACIONES Y CONDENAS

Pretende el actor que este Honorable Juzgado, previo el seguimiento del proceso respectivo, pronuncie en sentencia definitiva las siguientes o similares declaraciones, de conformidad con los principios de la condición más beneficiosa y de favorabilidad, así mismo, teniendo en cuenta la jurisprudencia vigente aplicable:

1. Que se declare la configuración del acto ficto o presunto negativo con respecto de la petición del 20 de mayo de 2011, recibida por el Instituto de Seguros Sociales, mediante la cual se solicitó el reconocimiento pensional.

2. Que se declare la nulidad del acto ficto o presunto negativo derivado de la petición del 20 de mayo de 2011, recibida por el Instituto de Seguros Sociales, mediante la cual se niega el reconocimiento pensional, de conformidad con las normas del régimen de transición aplicable a la actora.

PRINCIPAL

3. Que se declare que a la demandante, le asiste el derecho al reconocimiento pensional según las normas del régimen de transición, conforme al Decreto 758 de 1990, teniendo como Ingreso Base de Liquidación el salario promedio mensual devengado en las 100 últimas semanas de cotizaciones con todo lo devengado en dicho periodo.

SUBSIDIARIA

4. Que se declare que a la demandante, le asiste el derecho al reconocimiento pensional según las normas del régimen de transición, conforme a la Ley 71 de 1988, teniendo como Ingreso Base de Liquidación el salario promedio mensual devengado en el último año de cotizaciones con todo lo devengado en dicho periodo.

Que como consecuencia de las anteriores declaraciones y a título de restablecimiento del derecho en que ha sido lesionada la actora, se pronuncien las siguientes o similares declaraciones y condenas:

PRINCIPAL

5. Se condene a la demandada, al reconocimiento y pago de la pensión de vejez, mes por mes causada y no pagada desde que tuvo derecho hasta la fecha en que se realicen los pagos regulares de las mesadas pensiónales, teniendo como base para la liquidación el promedio mensual devengado por la actora en las 100 últimas semanas de cotizaciones, teniendo en cuenta todo lo devengado en dicho periodo, conforme las normas del régimen de transición y conforme a los artículos 12 y 20 del Decreto 758 de 1990, demás normas concordantes y Jurisprudencia aplicable.

SUBSIDIARIA

6. Se condene a la demandada, al reconocimiento y pago de la pensión de jubilación por aportes, mes por mes causada y no pagada desde que tuvo derecho hasta la fecha en que se realicen los pagos regulares de las mesadas pensiónales, teniendo como base para la liquidación el promedio mensual devengado por la actora en el último año de cotizaciones, teniendo en cuenta todo lo devengado en dicho periodo, conforme las normas del régimen de transición y conforme a la Ley 71 de 1988, demás normas concordantes y Jurisprudencia aplicable.

7. Condénese al reconocimiento y pago de los intereses moratorios conforme al artículo 141 de la ley o subsidiariamente a los más altos establecidos legalmente.

8. Las sumas reconocidas en los numerales anteriores devengarán los intereses señalados en el Art. 177 del C. C. A. desde la fecha de ejecutoria del fallo.

9. Las sumas reconocidas en los numerales anteriores serán indexadas de acuerdo a la variación del índice de Precios al Consumidor.

10. Que se condene en costas a la entidad demandada.

11.
Que se ordene a la entidad demandada, dar cumplimiento a la sentencia dentro de los 30 días siguientes a su ejecutoria.”

2. HECHOS (fl. 31-33)

La actora nació el 24 de febrero de 1951, y prestó sus servicios a la Dirección Departamental de Salud del Cauca ininterrumpidamente, desde el 14 de febrero de 1989 y hasta el 10 de septiembre de 2007, cumpliendo 18 años 9 meses y 26 días, equivalentes a 980 semanas de aportes.
Luego de su retiro de la DDSC, cotizó al ISS como independiente un total de 85.71 semanas; de manera que a septiembre de 2009 completó 1.066 semanas.
La actora solicitó al ISS el reconocimiento de la pensión de jubilación, solicitud que fue negada mediante Resolución No. 1372 de 27 de marzo de 2009, al considerar la entidad que aquélla no reunía los requisitos pensionales de la Ley 33 de 1985, ni los previstos en el régimen del ISS (Acuerdo 049, aprobado Decreto 758 de 1990), vigente ante de la entrada en vigencia de la Ley 100 de 1993; la resolución fue confirmada mediante Resolución No. 002473 de 25 de agosto de 2010, que resolvió un recurso de reposición.
Mediante escrito de 20 de mayo de 2011, la demandante acudió nuevamente ante el ISS, reclamando el reconocimiento prestacional en los términos de la Ley 71 de 1988, que regula la pensión por aportes, o en su defecto, en los términos del Decreto 758 de 1990, sin que a la fecha de presentación de la demanda se hubiera emitido respuesta, de ahí la configuración del acto ficto negativo que se demanda.

Considera la actora que es beneficiaria del régimen de transición establecido en el artículo 36 de la Ley 100 de 1993 y, por tanto, tiene derecho al reconocimiento de a pensión de conformidad con las normas anteriores, en aplicación de los principios de condición más beneficiosa y favorabilidad, de manera que debe considerarse, primero, las disposiciones de la Ley 71 de 1988 y, segundo, el régimen establecido en el Decreto 758 de 1990, a fin de establecer la procedencia del reconocimiento de la pensión por aportes, o de la pensión de vejez.  
B. ARGUMENTOS DE DEFENSA (fl. 75-220)
A través de apoderado el ISS pidió se negaran las pretensiones de la demanda, al considerar que la actora no tiene derecho al reconocimiento de la pensión de jubilación por aportes, ni a la pensión de vejez.
Señaló que no es procedente aplicar la Ley 71 de 1988, por cuanto a la fecha de entrada en vigencia del régimen de transición de la Ley 100 de 1993, no acreditaba cotizaciones al ISS, sino al sector público; ni tampoco el Acuerdo 049 de 1990, porque éste aplica a los afiliados exclusivos al ISS.
Al final planteó como excepciones: (i) falta de jurisdicción, inexistencia de la obligación de hacer por improcedencia de aplicación de la Ley 77 de 1981, (ii) inexistencia de la obligación de reconocer y pagar una pensión con arreglo al Acuerdo 049 de 1990, (iii) improcedencia del reconocimiento de intereses regulados en el artículo 141 de la Ley 100 de 1993, y (iv) prescripción de derechos laborales.  
C. SENTENCIA APELADA 

El 11 de mayo de 2012, el Juzgado Segundo Administrativo del Circuito de Popayán celebró audiencia de conformidad con lo establecido en el artículo 211 A del C.C.A., dentro de la cual dictó sentencia de primera instancia No. 093, resolviendo (fl. 236-247):
“PRIMERO.- Declarar no probada la excepción de FALTA DE JURISDICCION formulada por la entidad demandada.

SEGUNDO: Negar las pretensiones principales de la demanda relativas al reconocimiento de la pensión de vejez regulada en el Acuerdo No. 049 de 1990 del ISS aprobado por el Decreto 758 de 1990.

TERCERO: Declarar probada de manera oficiosa la excepción de ineptitud sustantiva de la demanda por falta de integración del litis-consorcio necesario por pasiva, respecto a las pretensiones subsidiarias relacionadas con el reconocimiento de la pensión por aportes regulada en la ley 71 de 1988. En consecuencia:

CUARTO.- DECLÁRASE INHIBIDO el Juzgado para emitir pronunciamiento de fondo por ineptitud sustantiva de la demanda de conformidad con lo expuesto en la parte motiva de esta providencia en relación con las pretensiones subsidiarias solicitadas por la actora.

QUINTO.- no condenar en costas por no haber constancia de su causación.

SEXTO: La presente providencia se notifica en estrados para las partes presentes, parte demandada y Ministerio Público.

(…)” 

Frente a la pretensión de reconocimiento de la pensión de vejez regulada en el Decreto 758 de 1990, aprobatorio del Acuerdo No. 049 de 1990, señaló que la demandante no acredita haber cotizado 500 semanadas de cotización durante los últimos 20 años, ni tampoco 1000 semanas en cualquier tiempo como lo exige el artículo 12 ídem, razón suficiente para descartar la posibilidad del reconocimiento de la prestación. 

A continuación, y luego de aclarar que tampoco la actora satisface el requisitos de 20 años de servicio establecido como requisito para acceder a la pensión de jubilación regulada en la Ley 33 de 1985, indicó que si bien le asiste derecho a la pensión de jubilación por aportes establecida en la Ley 71 de 1988, por cuanto supera el requisito de 20 años de aportes a CAJANAL ( 968 semanas) y al ISS (68 semanas), y 55 de edad (24 de febrero de 2006), no es posible emitir un pronunciamiento de fondo sobre dicha pretensión, por cuanto el ISS, única persona jurídica demandada en el proceso, no está legitimada por pasiva para efectuar el reconocimiento, en razón a que el Decreto 2709 de 1994 dispone que la última entidad a la que se realizaron aportes sólo responde cuando “el tiempo de aportación continuo o discontinuo en ellas haya sido mínimo de seis (6) años”, y, en caso contrario, “la pensión de jubilación por aportes será reconocida y pagada por la entidad de previsión a la cual se haya efectuado el mayor tiempo de aportes”, en el caso concreto CAJANAL, entidad que no fue demandada, ni frente a ella se realizó reclamación en sede administrativa, razón por la cual no era procedente su vinculación al proceso. 
D. RECURSO DE APELACIÓN (fl. 252-259)

La parte actora apela la sentencia, para que la misma sea revocada y, en su lugar, se concedan las pretensiones.
Señala que si bien el artículo 10 del Decreto 2709 de 1994, reglamentario de la Ley 71 de 1988, establece que la última entidad a la que se hubieren realizado aportes o cotizaciones, en su caso el ISS, sólo tiene a su cargo el reconocimiento de la pensión cuando tales aportes o cotizaciones fueren equivalentes a 6 años como mínimo, correspondiendo en caso contrario el reconocimiento a la entidad de previsión a la que se hubieren realizado mayor número de aportes (CAJANAL), lo cierto es que al radicar la solicitud pensional se encontraba vigente el Decreto 4937 de 2009,  que regula la expedición de Bonos Tipo T a cargo de la Nación por tiempos cotizados a CAJANAL, entre otras entidades de previsión, por servidores beneficiarios del régimen de transición, y de acuerdo con el cual, quienes se retiraron del servicio público y se afiliaron al ISS como independientes, tendrán derecho al reconocimiento de la pensión respectiva, y el ISS deberá obtener el pago de la cuota parte pensional correspondiente a los tiempos de servicio cotizados a entidades diferentes al ISS siempre que se hubieren tomado en cuenta para la pensión. 
Así concluye que, “el ente encargado del reconocimiento de la pensión deprecada en el presente asunto es el ISS, y no la Caja como lo entendió el a quo, toda vez que la mencionada norma así lo dispone claramente, para lo cual la OBP –oficina de bonos pensionales- del Ministerio de Hacienda y Crédito público expedirá el respectivo Bono Tipo T,  por los aportes realizados a la Caja Nacional de Previsión Social-Cajanal en liquidación en los términos referidos en el Decreto 4927 de 2009”.

F. CONCEPTO DEL MINISTERIO PÚBLICO 

La Procuradora 40 Judicial II Administrativa delegada ante esta Corporación emite concepto en el que solicita confirmar la sentencia de primera instancia, indicando en síntesis, que no era procedente la emisión de una decisión de fondo, porque no se vinculó a CAJANAL en la actuación administrativa, ni en el proceso contencioso (fl. 151).  

II. CONSIDERACIONES DE LA SALA

1. COMPETENCIA

Esta Corporación es competente para conocer del recurso de apelación interpuesto contra las sentencias de primera instancia dictadas por los Juzgados Administrativos del Circuito de Popayán, conforme lo establecido en el artículo 131 del Decreto 01 de 1984 (C.C.A.), disposición aplicable al presente proceso en tanto fue promovió con anterioridad a la vigencia de la Ley 1437 de 2011, por la cual se expidió el Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo
.

Se precisa que al tratarse de un asunto en el que se discute un reconocimiento pensional con aplicación del régimen de transición de la Ley 100 de 1993, corresponde a la Jurisdicción Contenciosa  Administrativa su conocimiento de acuerdo con la pauta del Tribunal de cierre
.

2. PROBLEMA JURÍDICO

Atendiendo el alcance del recurso de apelación, corresponde a la Sala determinar, en primer término, si para dictar una sentencia de mérito respecto de la pretensión de reconocimiento de la pensión por aportes, era o no necesario vincular como demandada a la CAJA NACIONAL DE PREVISIÓN SOCIAL, previa reclamación del derecho en sede administrativa. Si se establece que es procedente decidir de fondo, deberá estudiarse si la demandante cumple los requisitos para ser beneficiaria de la citada pensión y, en consecuencia, si hay lugar a disponer su reconocimiento definitivo.
Pero antes, y luego de delimitar los hechos relevantes con base en las pruebas obrantes en el proceso, la Sala se examinará el marco normativo y jurisprudencial de la pensión por aportes, allí la competencia para su reconocimiento.
3. LO PROBADO EN EL PROCESO

3.1 La edad de la demandante

El registro civil de nacimiento da cuenta que la señora NUBIA MARLENY MUÑOZ DE LUNA nació el 24 de febrero de 1951 (fl. 203).

3.2 El tiempo de servicio y los aportes pensionales 

- El certificado de tiempo de servicios expedido por la Profesional Universitaria Coordinadora de Talento Humano de la Gobernación del Cauca, indica que la demandante laboró como auxiliar de servicios generales en la Unidad de Salud I del Municipio de La Vega Cauca (Sector Público Nacional), entre el 14 de febrero de 1989 y el 10 de diciembre de 2007, fecha en que fue retirada por virtud de la liquidación de la Dirección Departamental de Salud (fl. 4, 93).
- El mismo documento da cuenta que durante el tiempo de servicios se realizaron aportes pensionales a la Caja Nacional de Previsión Social CAJANAL y que no hubo suspensiones en la prestación de sus servicios (ibídem).

- A folio 188 obra la liquidación de la pensión de jubilación de la demandante, realizada por el ISS paralelamente al trámite de un proceso de tutela promovido por la demandante; el documento refiere la historia de ingresos base de liquidación y de pago de aportes pensionales a dos entidades, así (fl. 189,192): 
(i) A CAJANAL: 6777 días que equivalen a 968 semanas, y éstas a su vez, a 19,36 años de aportes por el periodo de vinculación a la Unidad de Salud I del Municipio de La Vega Cauca.
(ii) Al ISS: 590 días que equivalen a 84 semanas, y éstas a su vez a 1,6 años de aportes.

3.3 La primera actuación administrativa 

- Mediante petición de 19 de marzo de 2009, la demandante solicitó al ISS el reconocimiento y pago de una pensión de jubilación (fl. 87). 

- Por Resolución No. 1372 de 27 de marzo de 2009, la entidad negó la solicitud pensional, al considerar que la actora no acreditaba los 20 años de servicio que exige la Ley 33 de 1985 para ser beneficiaria de la pensión de jubilación, ni que hubiera cotizado semanas al ISS con anterioridad a la entrada en vigencia de la Ley 100 de 1993, razón por la cual tampoco había lugar a reconocer la pensión de vejez establecida en el Acuerdo 049 de 1990 (fl. 119-120).

- Contra esta resolución, la demandante presentó recurso de reposición (fl. 121-125).

- Mediante la Resolución No. 002473 de 25 de agosto de 2010, el ISS resolvió el recurso, confirmando la decisión de negar la pensión de jubilación en los términos de la Ley 33 de 1985 y la pensión de vejez (Acuerdo 049 de 1990), agregando que la actora (fl. 131-134):

“no cumple con lo determinado en el Art. 7 de la Ley 71/88 reglamentado por el Dcto 2709/94 que se refiere que el trabajador debe tener 20 años de cotización en el ISS y en una o varias cajas de previsión, y en el caso del Asegurado en vigencia de la ley de Jubilación de Aportes no tenía aportes al Fondo de pensiones del ISS, tan solo tenía en FONDOS DE ENTIDADES PÚBLICAS, para luego afiliarse al Seguro Social en el 01 de Diciembre de 2007, no siendo procedente el reconocimiento de la prestación económica”.

3.4 La última petición de reconocimiento pensional – proceso de acción de tutela 

- El 25 de mayo de 2011, la demandante solicitó al ISS el reconocimiento de una pensión de jubilación por aportes, de acuerdo con el artículo 7º de la Ley 77 de 1981, y considerando que se encontraba ampara por el régimen de transición de la Ley 100 de 1993 (fl. 146-147). 

- Mediante oficio de 9 de junio de 2011, el ISS informó a la demandante que su solicitud sería resuelta dentro de los 4 meses siguientes (fl. 145); sin embargo la entidad no dio respuesta a la petición, de ahí que la actora promoviera acción de tutela (fl. 150-178) 
- Mediante sentencia de 18 de octubre de 2011, el Juzgado Cuarto Administrativo del Circuito de Popayán, amparó a la actora sus derechos fundamentales a la vida digna, mínimo vital, debido proceso y seguridad social por su condición de persona de la tercera edad, dejó sin efectos las Resoluciones No. 1372 de 2009 y No. 2473 de 2010, y ordenó al ISS (fl. 180-187):

 “…reconozca y pague la pensión de vejez a la señora NUBIA MARLENY MUÑOZ DE LUNA aplicando la ley 71 de 1988, de conformidad con lo expuesto en las consideraciones de este fallo. El anterior reconocimiento se hará de manera transitoria, hasta tanto se decida de fondo la Acción de Nulidad y restablecimiento del Derecho que cursa en la actualidad en el Juzgado Segundo Administrativo del Circuito de Popayán.”

- En cumplimiento del fallo de tutela, el ISS dictó la Resolución No. 3006  de 26 de octubre de 2011, mediante la cual reconoce a la demandante, de forma transitoria, una pensión de jubilación por aportes, efectiva a partir del 1º de noviembre de 2011, en cuantía de $587.732 (fl. 196-197 ib).

4. LA PENSION DE JUBILACION POR ACUMULACIÓN DE APORTES
Antes de la entrada en vigencia de la Constitución Política de 1991 y del Sistema General de Pensiones adoptado mediante la Ley 100 de 1993, la multiplicidad de regímenes pensionales permitía odiosas diferencias entre los trabajadores vinculados al sector privado y los servidores vinculados al sector público, de modo que cada uno subsistía de manera independiente con exigencias propias en tiempos de servicio y cotización que no podían conjugarse para adquirir el beneficio pensional. Fue por ello que el legislador estableció la llamada pensión de jubilación por acumulación de aportes, con el objeto de que pudieran sumarse los tiempos de cotización y de servicios en el sector público y en el privado
.

La prestación fue regulada en la Ley 71 de 1988, así
:

“Artículo 7º: A partir de la vigencia de la presente Ley, los empleados oficiales y trabajadores que acrediten veinte (20) años de aportes sufragados en cualquier tiempo y acumulados en una o varias de las entidades de previsión social que hagan sus veces, del orden nacional, departamental, municipal, intendencial, comisarial o distrital y en el Instituto de los Seguros Sociales, tendrán derecho a una pensión de jubilación siempre que cumplan sesenta (60) años de edad o más si es varón y cincuenta y cinco (55) años o más si es mujer.”

Sobre el alcance de esta pensión, en la sentencia del 9 de junio de 2011 (expediente 1117-09), la Sección Segunda Subsección B, CP. Gerardo Arenas Monsalve, concluyó, a partir de la redacción del artículo 7º citado, que con ella se habilita:

 “la posibilidad de computar el tiempo servido en el sector público con el tiempo cotizado en el ISS, es un régimen pensional aplicable a quienes estuvieron vinculados laboralmente al sector oficial, a empleadores públicos y privados afiliados al I.S.S. o a ambos, y requieren de la suma de todos los aportes hechos, para reunir los requisitos para acceder al derecho de pensión” (negrillas para destacar).

La Ley 71 de 1988 fue reglamentada inicialmente por el Decreto 1160 de 1989
, el cual, en lo relativo a la pensión de jubilación por acumulación de aportes, tuvo vigencia hasta cuando fue expedido el Decreto 2709 de 1994, “por el cual se reglamenta el artículo 7° de la Ley 71 de 1988”, que lo derogó, estableciendo el derecho a la pensión en los siguientes términos: 

“Artículo 1°. Pensión de jubilación por aportes. La pensión a que se refiere el artículo 7° de la Ley 71 de 1988, se denomina pensión de jubilación por aportes. Tendrán derecho a la pensión de jubilación por aportes quienes al cumplir 60 años o más de edad si es varón, o 55 años o más si se es mujer, acrediten en cualquier tiempo, 20 años o más de cotizaciones o aportes continuos o discontinuos en el Instituto de Seguros Sociales y en una o varias de las entidades de previsión social del sector público.”

De este modo, para acceder a la pensión de jubilación por acumulación de aportes, se requiere acreditar los siguientes presupuestos:

(i)  60 años de edad si es hombre o 55 si es mujer.

(ii) Haber realizado 20 años de cotizaciones o aportes al Instituto de Seguros Sociales y a una o varias de las entidades de previsión social del sector público. 

(iii) Las cotizaciones o aportes pueden ser continuos o discontinuos en el tiempo.

(iv) Los aportes pueden realizarse en cualquier tiempo.  

En cuanto a las entidades de previsión social respecto de cuyos aportes recibidos es posible acumular los efectuados al ISS para obtener la pensión de jubilación por acumulación de aportes, el artículo 4º del decreto establece que dentro de esa categoría aplica “cualquiera de las cajas de previsión social, fondos de previsión, o las que hagan sus veces del orden nacional, departamental, intendencial, comisarial, municipal o distrital y al Instituto de los Seguros Sociales.” 
Y en relación con los tiempos que se pueden acumular, se destaca que el artículo 5º del decreto reglamentario, que excluía la posibilidad de computar (i) tiempos servidos en empresas privadas no afiliadas al Instituto de Seguros Sociales para los riesgos de invalidez, vejez y muerte, y (ii) tiempos laborados en entidades oficiales de todos los órdenes cuyos empleados no aporten al sistema de seguridad social que los protege, fue declarado nulo por la Sección Segunda del Consejo de Estado, mediante sentencia del 28 de febrero de 2013 (expediente 2793-08), CP. Gustavo Eduardo Gómez Aranguren, bajo la consideración de que al establecer esa limitación, el Gobierno excedió su competencia reglamentaria, al tratarse de un asunto sometido a reserva de ley
.

Relativo al monto de la pensión, el artículo 8º del decreto determina que el mismo será equivalente al 75% del salario base de liquidación, sin que supere quince veces el salario mínimo salario, salvo lo previsto en la ley; y el artículo 6º ibídem, delimita la base liquidatoria, al salario promedio que sirvió de base para los aportes durante el último año de servicios, salvo las excepciones contenidas en la ley, y a menos que la entidad de previsión fuera el ISS, evento en el cual se tendrá en cuenta el promedio del salario base sobre el cual se efectuaron los aportes durante el último año.

5. LA ENTIDAD DE PREVISIÓN PAGADORA DE LA PENSIÓN POR APORTES

En cuanto a la entidad de previsión encargada de reconocer y pagar la pensión, los artículos 10 y 11 del Decreto 2709 de 1994, indican:

“ARTICULO 10. ENTIDAD DE PREVISION PAGADORA. La pensión de jubilación por aportes será reconocida y pagada por la última entidad de previsión a la que efectuaron aportes, siempre y cuando el tiempo de aportación continuo o discontinuo en ellas haya sido mínimo de seis (6) años. En caso contrario, la pensión de jubilación por aportes será reconocida y pagada por la entidad de previsión a la cual se haya efectuado el mayor tiempo de aportes. 

(…).”
“ARTÍCULO 11. CUOTAS PARTES. Todas las entidades de previsión social a las que un empleado haya efectuado aportes para obtener esta pensión, tienen la obligación de contribuirle a la entidad de previsión pagadora de la pensión con la cuota parte correspondiente.

Para el efecto de las cuotas partes a cargo de las demás entidades de previsión, la entidad pagadora notificará el proyecto de liquidación de la pensión a los organismos concurrentes en el pago de la pensión, quienes dispondrán del término de quince (15) días hábiles para aceptarla u objetarla, vencido el cual, si no se ha recibido respuesta, se entenderá aceptada y se procederá a expedir la resolución definitiva de reconocimiento de la pensión.

La cuota parte a cargo de cada entidad de previsión será el valor de la pensión por el tiempo aportado a esta entidad, dividido por el tiempo total de aportación.”

De manera que, con las aclaraciones de la disposición, el pago de la pensión corresponde a la última entidad de previsión a la que realizó aportes el servidor, a menos que el periodo de aportes sea inferior a 6 años, pues en tal caso, será la entidad de previsión a la que más aportes se hubieren efectuado en cualquier tiempo la obligada al pago.

Sin embargo, para la Sala también es claro que la obligación frente al derecho pensional recae sobre todas las entidades de previsión en las que se hubieren realizado aportes en la proporción correspondiente al tiempo de aportes respectivo, y sin perjuicio del derecho que le asiste a la entidad pagadora de repetir las cuotas partes que sean de cargo de la entidad o entidades concurrentes. 

6. LA DECISIÓN INHIBITORIA DEL A QUO

Como se dijo, el a quo se abstuvo de emitir un pronunciamiento de fondo frente a la pretensión de reconocimiento de la pensión de jubilación por acumulación de aportes, al considerar que no es el ISS, sino CAJANAL, la entidad legitimada por pasiva en los términos del citado artículo 10 del Decreto 2709 de 1994, porque a pesar de ser la última entidad en la que realizó aportes el demandante, los mismos no alcanzan el tiempo mínimo de 6 años. 

Frente a ello, advierte la Sala en primer término, que ni en sede administrativa –en las dos actuaciones promovidas por la actora -, ni dentro del trámite de la acción de tutela, y tampoco al contestar la demanda, el ISS alegó esa circunstancia para excusar su responsabilidad o legitimación en la asunción directa del reconocimiento y pago de la pensión por aportes en favor de la demandante. 

Por el contrario, al realizar el trámite administrativo de verificación de cuotas partes, mediante oficio relacionado con el No. 05335 de 5 de octubre de 2011, el ISS solicitó a CAJANAL EICE el reconocimiento de la cuota parte correspondiente a los aportes a ella realizados, oficio frente al cual –según el apartado “CUOTAS PARTES VEJEZ”, fl. 192- guardó silencio ésta última entidad, configurándose el silencio positivo que regula el inciso segundo del artículo 11 del Decreto 2709 de 1994, trascrito, y a cuyo tenor “la entidad pagadora notificará el proyecto de liquidación de la pensión a los organismos concurrentes en el pago de la pensión, quienes dispondrán del término de quince (15) días hábiles para aceptarla u objetarla, vencido el cual, si no se ha recibido respuesta, se entenderá aceptada y se procederá a expedir la resolución definitiva de reconocimiento de la pensión La cuota parte a cargo de cada entidad de previsión será el valor de la pensión por el tiempo aportado a esta entidad, dividido por el tiempo total de aportación.” 

Quiere decir que el ISS y CAJANAL convinieron, primero, en el reconocimiento pensional, amén la orden judicial, y segundo, su obligación de concurrir en la satisfacción del derecho, a prorrata en todo caso.
Por ello, no era necesario que la demandante tuviera que agotar reclamación administrativa frente a CAJANAL y, a continuación, vincularla al proceso como demandada, puesto que al recepcionar y tramitar el ISS la solicitud pensional -dentro de cuyo trámite sometió a aprobación de CAJANAL la cuota parte correspondiente-, se adjudicó la obligación de pago, y con ésta el derecho al recobro de la respectiva cuota parte.

Precisamente los ordenamientos pensionales, al regular las obligaciones a cargo de las entidades concurrentes en el pago de las pensiones por acumulación de tiempos y aportes, establecieron que la tramitación y definición del derecho corría a cargo de la entidad receptora de la petición pensional.

Así, por ejemplo, el artículo 21 de la Ley 72 de 1947 señaló expresamente el derecho del trabajador a exigir el pago total de su pensión de jubilación a la Caja de Previsión Social a la que se encontrara afiliado al tiempo de cumplir su servicio, quien a su vez podría repetir a prorrata contra las demás entidades obligadas a contribuir en el pago de las mesadas pensionales. Dijo la norma:

“ARTÍCULO 21. Los empleados nacionales, departamentales o municipales que al tiempo de cumplir su servicio estén afiliados a una Caja de Previsión Social tendrán derecho a exigirle el pago de la totalidad de la pensión de jubilación. La Caja pagadora repetirá de las entidades obligadas el reembolso de la cantidad proporcional que les corresponda, habida consideración del tiempo de servicio del empleado en cada una de las entidades oficiales.

PARÁGRAFO. La Caja que reciba la solicitud la pondrá en conocimiento de las entidades interesadas, las cuales podrán objetarla con fundamento legal”. (Resaltado fuera de texto).”

En el mismo sentido, es pertinente indicar que, conforme a la jurisprudencia constitucional, el sistema de cuotas partes debe interpretarse en beneficio de los intereses del solicitante de la pensión, quien no puede ver afectado el reconocimiento su derecho por indefiniciones administrativas del resorte exclusivo de las entidades de previsión concurrentes, de suerte que será la entidad que tramite y defina el derecho, la encargada de su reconocimiento, correspondiéndole exigir las cuotas proporcionales a las demás entidades de previsión.
En ese sentido el Consejo de Estado ha sostenido “que al empleado le corresponde probar que ha cumplido con los requisitos de ley, en tanto que a la entidad de previsión social o a la entidad que haga sus veces, además de observar esos presupuestos, le compete tramitar sobre las cuotas partes pensionales de otras entidades que están obligadas a concurrir al pago de esa prestación social y no puede trasladársele esa responsabilidad al trabajador, por tratarse de un trámite precisamente interadministrativo. Lo contrario, sería pues desconocer derechos constitucionales como el trabajo (artículo 25), la protección de la tercera edad (artículo 46), la seguridad social (artículo 48) y la irrenunciabilidad de derechos laborales mínimos (artículo 53)”
, al tiempo que la Corte Suprema de Justicia ha indicado que entre las entidades de previsión “no se estructura una relación legal o material única, indivisible e inescindible que imponga, por lo tanto, la necesaria e ineludible integración del contradictorio con todos ellos”
. 

Por ello, tampoco comparte la Sala el planteamiento del a quo en el sentido de que entre el ISS y CAJANAL existe un litisconsorcio necesario, si la orientación jurisprudencial es clara en precisar que esa relación se limita a la facultad que radica en la entidad que tramita la solicitud y reconoce el derecho, para exigir y repetir la cuota parte correspondiente.

Por ello, no era necesario integrar el contradictorio con CAJANAL y, en consecuencia, no había lugar a abstenerse de resolver de fondo la pretensión de reconocimiento de la pensión de jubilación por acumulación de aportes, puesto que al no haber discusión sobre la obligación que por ley concurre en ambas entidades, la definición de las cuotas partes y su exigencia correspondía a la entidad pagadora, en este caso al ISS, que así lo hizo en el trámite del reconocimiento provisional de la pensión a la señora NUBIA MARLENY MUÑOZ DE LUNA, con aceptación de la cuota parte por pate de CAJANAL; cuota parte que, se itera, es proporcional al periodo de aportes.

Ahora, frente al argumento de apelación de la parte demandante, según el cual la competencia para reconocer la pensión corresponde al ISS con fundamento en el Decreto 4937 de 2009, debe precisar la Sala que esta norma regula la situación específica de los bonos Tipo T cuya expedición corre a cargo de las entidades públicas afiliadas al ISS y cuyos servidores cotizaron al mismo instituto en virtud de esa vinculación
, y quienes por consiguiente, son potenciales beneficiarios de los regímenes pensional del sector público y del régimen pensional del ISS
; sin embargo, esa no es la situación de la demandante en el sub lite, porque durante su vinculación al sector público siempre estuvo afiliada a CAJANAL y, por tanto, no es beneficiaria potencial del régimen establecido en el Decreto 758 de 1990 (Acuerdo 049).

En conclusión, se revocará la decisión inhibitoria del a quo, correspondiendo a continuación definir si la demandante tiene o no derecho al reconocimiento de la pensión de jubilación por acumulación de aportes, de acuerdo con los requisitos reiterados en esta providencia. 

7. LA PENSIÓN DE JUBILACIÓN POR APORTES EN EL CASO CONCRETO 

Está demostrado que la actora es beneficiaria del régimen de transición de la Ley 100 de 1993, en tanto que a 1º de abril de 1994, contaba con más de 40 años.

Sin embargo no acredita el requisito de tiempo de servicio equivalente a 20 años de servicio exigidos en la Ley 33 de 1985 para acceder a la pensión de jubilación, por cuanto fue retirada del servicio con un tiempo de 18 años, 9 meses y 26 días, ni tampoco el requisito de 500 semanas mínimas de aportes al ISS durante los 5 años anteriores a la adquisición del status, o 1000 semanas en cualquier tiempo, en los términos del Acuerdo 49 de 1990 (artículo 12), puesto que sólo cotizó a dicho instituto 98,57 semanas (fl. 234 c.pbas). 

Precisamente la entidad demandada le negó a la actora el reconocimiento de la pensión de jubilación de la Ley 33 de 1985 y la pensión de vejez regulada en el Acuerdo 049 de 1990, por no reunir los requisitos señalados, y en el acto ficto negativo configurado por el silencio de la entidad frente a la petición del 20 de mayo de 2001, la pensión por acumulación de aportes, bajo el argumento de que a la fecha de entrada en vigencia de la Ley 100 de 1993 no acreditaba aportes al instituto; ello, hasta cuando en cumplimiento de la orden de tutela, y de modo provisional, accedió a reconocer la pensión de jubilación por acumulación de aportes, quedando entonces por definir, la legalidad del acto ficto demandado, y en consecuencia, si procede disponer en el reconocimiento definitivo de la mencionada pensión.

Sin embargo, las pruebas dan cuenta que la demandante sí cumple los requisitos que se han indicado para acceder a la pensión de jubilación por acumulación de aportes, establecidos en la Ley 71 de 1988.

En cuanto al requisito de la edad, se tiene que la demandante cumplió 55 años el 24 de febrero de 2006. 
Respecto al tiempo de servicios o aportes, según se advirtió (supra 3), la liquidación realizada por la propia entidad demandada para reconocer la pensión, da cuenta que la demandante cotizó 7257 días, equivalentes a 1.052 semanas , o lo que es lo mismo, 20,96 años, unos por cuenta de su afiliación a CAJANAL (6.777 días) y otros al ISS (590 días) hasta agosto de 2009, superando con ello el tiempo de cotizaciones o aportes mínimo de “20 años o más de cotizaciones o aportes continuos o discontinuos en el Instituto de Seguros Sociales y en una o varias de las entidades de previsión social del sector público.”. 

Ahora, como su vinculación al servicio público inicio el 14 de febrero de 1989, sin que hubiera solución de continuidad al realizar aportes como independiente al ISS, los 20 años exigidos se cumplieron el 14 de febrero de 2009, fecha a partir de la cual causó el derecho a la pensión; en consecuencia, hay lugar a reconocer y liquidar la prestación con retroactividad a esa fecha, máxime que no operó la prescripción trienal de las mesadas por cuanto la solicitud de reconocimiento pensional se presentó el 25 de mayo de 2011 y la demanda el 22 de noviembre siguiente (fl. 69). 
Finalmente, la Sala repara en el argumento planteado por el ISS en sede administrativa para negar el derecho pensional a la actora, según el cual debían acreditarse aportes a esa entidad a la fecha de vigencia de la Ley 100 de 1993 (1º de abril de 1994); se trata de un argumento carente de sustento, primero, porque ni la Ley 71 de 1988, ni el Decreto 2709 de 1994 que la reglamenta, condicionan el derecho a la pensión por acumulación de aportes bajo ese presupuesto, por el contrario, ambas normas indican que los aportes o cotizaciones pueden hacerse en cualquier tiempo; y segundo, porque no es cierto que para tener derecho a la aplicación del régimen de transición tenga que acreditarse la condición de afiliado al sistema general de pensiones –al ISS- a la fecha de su entrada en vigencia, si sólo bastaba cumplir la edad o el tiempo de servicio exigido en el artículo 36 de la Ley 100 de 1993, tal como lo ha convenido de tiempo atrás la jurisprudencia del Consejo de Estado
 y la Corte Suprema de Justicia
.

En conclusión, hay lugar a reconocer la pensión de jubilación por acumulación de aportes en favor de la señora NUBIA MARLENY MUÑOZ DE LUNA, teniendo que revocarse parcialmente la decisión de primera instancia (ordinales TERCERO y CUARTO), en cuanto se abstuvo de emitir un pronunciamiento de fondo frente a esta pretensión por ineptitud sustantiva de la demanda. 

8. EL RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO

Se ordenará al ISS reconocer la pensión de jubilación por aportes en favor de la señora NUBIA MARLENY MUÑOZ DE LUNA, en cuantía equivalente al 75% del salario promedio que sirvió de base para los aportes durante el último año (Decreto 2709 de 1994, artículos 6 y 8), con efectos a partir del 14 de febrero de 2009, sin que haya lugar a aplicar la prescripción, y descontando, en todo caso, las mesadas que hubiere pagado en cumplimiento de la sentencia de tutela del Juzgado Cuarto Administrativo del Circuito de Popayán.

La pensión que se reconoce tendrá los reajustes de ley. Así mismo, el monto de la condena que resulte se ajustará, mes por mes, en los términos del artículo 178 del Código Contencioso Administrativo, acudiendo para ello a la siguiente fórmula: R = R.H. índice final / índice inicial; en donde el valor presente (R) se determina multiplicando el valor histórico (Rh), que es lo dejado de percibir por la actora por concepto de mesada pensional con inclusión de los reajustes de ley, por el guarismo que resulte de dividir el índice final de precios al consumidor certificado por el DANE vigente a la fecha de ejecutoria de esta sentencia, por el índice inicial vigente para la fecha en que debieron efectuarse cada uno de los pagos.

Por tratarse de pagos de tracto sucesivo la fórmula se aplicará separadamente, mes por mes, empezando por la primera mesada pensional que se dejó de devengar, teniendo en cuenta que el índice inicial es el vigente al momento de la causación de cada una de ellas.

Finalmente, se reconocerá a la entidad demandada, el derecho a exigir las cuotas partes a la entidad de previsión concurrente.

7. SUCESIÓN PROCESAL

Se tendrá como sucesor procesal del Instituto de Seguros Sociales a la Administradora Colombiana de Pensiones COLPENSIONES, de acuerdo a lo previsto en el artículo 35 del Decreto 2013 de 2012, en armonía con el artículo 60 del C.P.C., razón por la cual en este punto se precisará la condena, indicando que la misma será asumida la nueva entidad.

En mérito de lo argumentado, el Tribunal Administrativo del Cauca, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley,

R E S U E L V E:

PRIMERO: REVOCAR los ordinales TERCERO y CUARTO de la sentencia No. 093 del 11 de mayo de 2012, dictada por el Juzgado Segundo Administrativo del Circuito de Popayán dentro del proceso que en ejercicio de la acción de nulidad y restablecimiento del derecho promovió NUBIA MARLENY MUÑOZ DE LUNA contra el ISS –hoy COLPENSIONES-.
SEGUNDO: DECLARAR la nulidad del acto ficto negativo nacido del silencio del ISS –hoy COLPENSIONES- frente a la petición radicada por la demandante el 20 de mayo de 2011, en cuanto negó el reconocimiento de la pensión de jubilación por acumulación de aportes.

TERCERO: CONDENAR al ISS –hoy COLPENSIONES- a reconocer –en forma definitiva-  y pagar a la señora NUBIA MARLENY MUÑOZ DE LUNA, una pensión de jubilación por acumulación de aportes en cuantía equivalente al 75% del salario promedio que sirvió de base para los aportes durante el último año (Decreto 2709 de 1994, artículos 6 y 8), a partir del 14 de febrero de 2009, y descontando las mesadas que hubiere pagado con motivo del fallo de tutela del Juzgado Cuarto Administrativo del Circuito de Popayán. 
Las sumas a que se condena a la entidad demandada por medio de esta sentencia se actualizarán, aplicando para ello la fórmula indicada en la parte motiva.

El ISS –hoy COLPENSIONES- dará cumplimiento al fallo en los términos y condiciones establecidos en los artículos 176, 177 y 178 del Código Contencioso Administrativo.

CUARTO: RECONOCER al ISS –hoy COLPENSIONES- el derecho a exigir el pago de la cuota parte correspondiente a las entidades de previsión concurrentes.
QUINTO: CONFIRMAR en lo demás, con las precisiones que se han hecho, la sentencia de primera instancia.

SEXTO: RECONOCER personería para actuar como apoderada de COLPENSIONES a la abogada AMANDA LUSIA ARCOS NIETO, identificada con C.C.- No. 34.568.041 y T.P. No. 115304, en los términos del poder a ella conferido (fl. 278 y ss)  

SÉPTIMO: DEVOLVER el expediente al Juzgado Segundo Administrativo de Descongestión del Circuito de Popayán, para lo de su cargo.
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE
Constancia. El proyecto de esta providencia fue estudiado y aprobado en sesión de la fecha.

Los Magistrados

CARMEN AMPARO PONCE DELGADO                PEDRO JAVIER BOLAÑOS ANDRADE                                                                                          

MAGNOLIA CORTES CARDOZO

Impedida

� De acuerdo con el artículo 308 del CPACA, éste “…se aplicará a las demandas y procesos que se instauren con posterioridad a la entrada en vigencia”, la que según el mismo ocurrió el 2 de julio de 2011.


� “la actora, es beneficiaria del régimen de transición, toda vez que para la fecha de entrada en vigencia de la Ley 100 de 1993 (1° de abril de 1994), reunía las condiciones previstas en el artículo 36, por cuanto contaba con más de 35 años de edad y más de 15 años de servicios cotizados, por tal razón no se trata de controversia relacionada con el sistema de seguridad social integral, pues éste sólo se creó con la Ley 100 de 1993. En las anteriores condiciones, las controversias cuyo conocimiento atribuyó la Ley 712 de 2001 a la jurisdicción ordinaria laboral, son aquellas referidas al Sistema de Seguridad Integral previsto en la Ley 100 de 1993, que no comprende las situaciones en transición, ni los casos expresamente exceptuados en el artículo 279 de la misma Ley.” Consejo de Estado, Sección Segunda, auto de 27 de marzo de 2008, expediente 0099-2007.





� Sobre el particular, ver: Corte Suprema de Justicia, Sentencia 43904 de 26 de marzo de 2014, MP. Clara Cecilia Dueñas Quevedo.


� El artículo contenía el siguiente parágrafo que fue declarado inexequible mediante sentencia C-012 de 1994: “Para el reconocimiento de la pensión de que trata este artículo, a las personas que a la fecha de vigencia de la presente ley, tengan diez (10) años o más de afiliación en una o varias de las entidades y cincuenta (50) años o más de edad si es varón o cuarenta y cinco (45) años o más si es mujer, continuarán aplicándose las normas de los régimenes actuales vigentes”.


� Por el cual se reglamenta parcialmente la Ley 71 de 1988, artículos 19 y ss.


� Dijo la Sección Segunda: “Nótese que en el inciso segundo del artículo 7° de la Ley 71 de 1988 el Legislador facultó al Gobierno Nacional para reglamentar “los términos y condiciones para el reconocimiento y pago” de la pensión de jubilación por aportes, pero con base en dicha autorización el Ejecutivo no podía llegar a tocar el contenido esencial del régimen pensional, determinando los tiempos de servicio que no se computarían para adquirir el derecho, pues con ello se configura una restricción o afectación a los derechos fundamentales que ya fueron mencionados y se desconoce la reserva de ley establecida en los artículos 53 y 152 de la  Carta Política.”





� Consejo de Estado, Sección Segunda, Sentencia del 26 de febrero de 2003, rad. 08001-23-31-000-1997-2063-01(1108-02).


� Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Laboral, Sentencia del 14 de diciembre de 2001, exp. 15977.   


� Artículo 1.- El artículo 45 del Decreto 1748 de 1995 quedará así: "Artículo 45. EMPLEADORES DEL SECTOR PÚBLICO AFILIADOS AL ISS: Para efectos de Bonos Pensiónales regidos por el Decreto 1748 de 1995, los empleadores del sector público afiliados al ISS se asimilan a empleadores del sector privado. Por tanto, no habrá lugar a la emisión de bonos tipo B. En los casos en los cuales los servidores tengan derecho a una pensión legal del sector público por aplicación de régimen de transición habrá lugar a la emisión de un bono pensional especial tipo T.”


Artículo 2.- DEFINICIONES: Bono Pensional Especial tipo T: Bono especial que deben emitir las entidades Públicas a favor del ISS, o quien haga sus veces, para cubrir el diferencial existente entre las condiciones previstas en los regímenes legales aplicables a los servidores públicos antes de la entrada en vigencia del Sistema General de Pensiones y el régimen previsto para los afiliados al ISS, o quien haga sus veces, con el fin de que la administradora pueda realizar el reconocimiento de una pensión con régimen de transición a los servidores que a primero de abril de 1994 se encontraban en cualquiera de los siguientes casos: a) Que estuvieran laborando en entidades públicas como afiliados o como cotizantes al ISS en condición de activos; b) que habiéndose retirado de la entidad pública fueran afiliados inactivos del ISS y no estuvieran cotizando a ninguna administradora del sistema; c) que una vez retirados de la entidad pública hubieran continuado afiliados y/o cotizando al ISS como independientes o como vinculados a una entidad privada o, d) que habiendo sido servidores públicos afiliados al ISS no cotizaban a ninguna entidad a 31 de marzo de 1994.


� “…con el régimen de estos nuevos bonos pensionales, las pensiones del régimen de transición de los servidores públicos que estuvieron afiliados al ISS podrán ser reconocidas por el ISS o quien haga sus veces, sin que la entidad pública tenga que aceptar transitoriamente la pensión respectiva mientras la asumía el ISS”. EL DERECHO COLOMBIANO DE LA SEGURIDAD SOCIAL. ARENAS MONSALVE, Gerardo. Tercera reimpresión, 2012, pág. 301.


� Consejo de Estado, Sección Segunda, sentencia de 10 de abril de 1997, CP. Javier Díaz Bueno: “Del examen de la Ley 100 de 1993 y su decreto reglamentario, se observa con nitidez que ella no exigió a quienes no estaban vinculados laboralmente a la vigencia de dicha ley (…) que para ser beneficiarios del régimen de transición, tuvieran que haber cotizado al ISS.”. Citada en: EL DERECHO COLOMBIANO DE LA SEGURIDAD SOCIAL. ARENAS Monsalve Eduardo, 2011, pág. 298. 


� Ver. Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Laboral, sentencia de 28 de junio de 2000. MP. Germán Valdés Sánchez. 






